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González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

 

S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico,  a 31 de agosto de 2016. 

 El 2 de agosto de 2016, Luis Romero Warren –quien se 

encuentra confinado en el sistema correccional– remitió a este 

Tribunal, por derecho propio, un escrito que intituló 

Reconsideración. Aludió a que fue evaluado por la Junta de Libertad 

Bajo Palabra y que llevaba meses esperando por que la Junta 

emitiera una respuesta definitiva. Indicó que sometió una solicitud 

de reconsideración ante dicho organismo y que no ha recibido 

respuesta. A renglón seguido mencionó además, que en el 

alfanumérico KLCE201501522 un panel de este Tribunal le 

concedió a la Oficina de la Procuradora un término para que se 

expresara sobre los méritos de ese recurso apelativo. Según 

Romero Warren, la Procuradora no se ha expresado en ese caso. 

Por esto último solicitó que dictáramos una orden. Como puede 

observarse del referido escrito no es posible identificar con claridad 

cuál es el remedio solicitado por el recurrente en su escrito.  No 
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obstante,  con miras responder  razonablemente a las inquietudes 

expresadas por el recurrente.   

 Con respecto al primer reclamo, no contamos con jurisdicción 

para dilucidarlo. Como norma general, los requisitos para que una 

determinación emitida por una agencia pueda ser revisada por este 

Tribunal son: “(i) que la parte adversamente afectada por la orden 

haya agotado los remedios provistos por la agencia, y (ii) que la 

resolución sea final y no interlocutoria.” Procuradora Paciente v. 

MCS, 163 DPR 21, 34-35 (2004). Esto quiere decir, dentro del 

contexto de este caso, que sólo podemos intervenir para revisar una 

determinación final del organismo administrativo competente, en 

este caso la Junta de Libertad Bajo Palabra en este caso. Véase, 

Bird Construction Corp. v. Autoridad de Energía Eléctrica, 152 DPR 

928, 935-936 (2000); Junta Examinadora v. Elías, 144 DPR 483 

(1997). Será únicamente luego que la Junta emita su determinación 

que, de estar insatisfecho, el recurrente podrá interponer dentro del 

término el correspondiente recurso de revisión judicial. Según lo que 

nos informa el propio  confinado, aun la Junta no ha emitido su 

determinación final.   

 En cuanto al segundo reclamo, hemos realizado una 

búsqueda en el Sistema de Electrónico de Bibliotecas Integradas 

del sistema judicial. Hemos identificado el caso KLCE201501522, 

en el que el recurrente es parte. Sin embargo, fue desestimado por 

un panel hermano por falta de jurisdicción. Esa determinación data 

del 10 de febrero de 2016 y fue notificada a las partes –incluyendo 

al señor Romero Warren– el 23 de febrero de 2016. Debido a que el 

caso fue atendido y dispuesto por otro panel de manera final y firme, 

no procede que hagamos pronunciamiento alguno sobre la 

controversia planteada en dicho caso.   
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Las razones aludidas demuestran que no contamos con 

jurisdicción para atender los reclamos del recurrente. Téngase 

presente que el Tribunal Supremo ha resaltado que la jurisdicción 

de un tribunal es un asunto privilegiado que tiene preferencia sobre 

cualesquiera otros. De modo que “los tribunales tienen la 

responsabilidad indelegable de auscultar, en primera instancia, su 

propia jurisdicción.” Cordero et al. v. ARPe et al., 187 DPR 445, 457 

(2012); Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991); Autoridad 

Sobre Hogares v. Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950). No existe 

discreción para asumir jurisdicción donde no la hay. Martínez v. 

Junta de Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980). Por eso, una vez 

un Tribunal conoce sobre su falta de jurisdicción lo que resta es 

desestimar el recurso, sin más. Véase, Souffront v. A.A.A., 164 DPR 

663, 674 (2005); Pueblo en interés del menor J.M.R., 147 DPR 65, 

78 (1998). 

En vista de lo anterior, se desestima el recurso por falta de 

jurisdicción.     

Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.    

    

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 
 


